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S E NT EN C I A  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de abril de 2021. 

 Comparece Americas Leading Finance, LLC (“ALF” o 

“recurrente”) mediante recurso de revisión judicial y solicita 

nuestra intervención para que revoquemos una Resolución Parcial 

emitida el 31 de agosto de 2020 y notificada en igual fecha por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (“DACo”). En dicho 

dictamen, el DACo determinó que ALF le causó daños al señor 

Jean L. Ortiz López (“señor Ortiz” o “querellante”) que debían ser 

compensados, por lo que ordenó la celebración de una nueva vista 

administrativa para calcular el monto de los mismos.    

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

DESESTIMA el presente recurso.  

-I- 

 Los hechos que propician el recurso de autos se originan el 

10 de julio de 2019, cuando el señor Ortiz insta una querella ante 
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el DACo en contra de Ricardo Caballero Auto Corp. (“RCA” o 

“recurrido”), United Surety & Indemnity Co. y ALF. A grandes 

rasgos, adujo que, el 8 de marzo de 2020, adquirió un vehículo 

de motor “Hyundai Accent” del año 2017 en el concesionario RCA. 

Expresó que el vehículo comenzó a presentar varios desperfectos 

mecánicos tras veinte (20) días de uso. Asimismo, indicó haber 

acudido a RCA en busca asistencia, mas no logró solucionar su 

problema. También solicitó que se investigara si el vehículo fue 

chocado previo a la venta.       

 El 19 de julio de 2019, ALF presentó una solicitud de 

desestimación. Principalmente, sostuvo que la querella del señor 

Ortiz no justificaba la concesión de un remedio, ya que éste 

incumplió con el requisito de notificación del Art. 209 (a)(3) de la 

Ley de Ventas a Plazo y Compañías de Financiamiento.1  A esos 

efectos, planteó que, de conformidad con el referido estatuto, el 

señor Ortiz contaba con un término de veinte (20) días para 

notificarle, vía correo certificado, a ALF sobre la presentación de 

la querella. Igualmente, adujo que esta notificación a la entidad 

financiera es obligatoria cuando el comprador de un bien insta una 

reclamación de saneamiento por evicción o vicios ocultos. Por 

consiguiente, ALF arguyó que procedía desestimar la querella sin 

ulterior trámite. 

 Luego de diversos trámites procesales innecesarios de 

pormenorizar, el DACo emitió una Resolución Parcial el 31 de 

agosto de 2020 mediante la cual desestimó la querella con 

respecto a United Surety & Indemnity Co. y RCA, y en la cual 

consignó 39 determinaciones de hechos. No obstante, el DACo 

determinó que ALF era responsable de los daños que ha sufrido el 

 
1 10 LPRA sec. 731 et seq.  
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señor Ortiz a causa de los desperfectos mecánicos del vehículo; lo 

anterior, tras hallar que ALF ordenó la instalación de un dispositivo 

de rastreo o GPS que afectó el funcionamiento eléctrico del 

vehículo. Específicamente, la agencia concluyó lo siguiente: 

El querellante pudo encontrar la causa de los 
problemas en su vehículo, luego de llevarlo al taller 

autorizado del fabricante en Hyundai Escorial. Este 
taller certificó que al automóvil le instalaron un GPS 

inadecuadamente en el área de la caja de fusibles, 
comprometiendo la función del sistema eléctrico del 

auto. Esto constituyó una alteración al diseño 

original que invalidó la garantía. El perder la garantía 
de su vehículo recién comprado es un daño al 

querellante no atribuible a él.  
 

[…] 
 

La instalación del GPS fue un requisito impuesto al 
querellante por Americas Leading Finance, LLC. Esta 

imposición fue posterior al acto del querellante de 
escoger y comprar el auto con el financiamiento 

concedido por ellos. La instalación de ese GPS la 
hicieron unos instaladores por mandato y pago de 

Americas Leading Finance, LLC. La causa de los 
problemas mecánicos y eléctricos del vehículo del 

querellante fue la colocación de un GPS que alteró el 

diseño original del vehículo. La alteración del diseño 
original del vehículo invalidó la garantía ofrecida por 

el fabricante del auto. Un vehículo sin garantía del 
fabricante es un objeto distinto al objeto por el cual 

el querellante se interesó y compró. Forzoso es 
concluir que esto es un daño, y que la causa de ese 

daño le es atribuible a Americas Leading Finance, 
LLC. 

 
[…] 

 
Aun cuando entendemos que existe un daño y una 

relación causal, no tenemos los elementos 
suficientes para calcular el valor monetario de ese 

daño. Es menester hacer una nueva vista 

administrativa para que la parte querellante 
nos provea información para poder hacer este 

cálculo. (Énfasis y subrayado nuestro).      
 

 Inconforme, ALF acudió ante nos mediante el recurso de 

título y le adjudicó al DACo la comisión de los siguientes errores:  

Erró el DACo al concluir que ALF responde por la 
alegada instalación negligente de un GPS efectuado 

por un tercero, a pesar de no contar con prueba 
testifical ni pericial alguna que así lo apoye. 
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Erró el DACo al no desestimar la querella por falta 
de parte indispensable y/o no permitir que el tercero 

que cometió la alegada conducta torticero sea 
incluido como parte.  

 
Erró el DACo al concluir que el querellante cumplió 

con el Art. 209 (a) (3) de la Ley Núm. 69. 
 

 Por su parte, el 24 de febrero de 2021, RCA presentó su 

alegato en oposición.  

-II- 

-A- 

 Como bien es sabido, ante la situación en la que un tribunal 

carece de autoridad para atender un recurso, solamente procede 

decretar la desestimación del caso ante su consideración. Lozada 

Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 (2012).  “Las cuestiones 

de jurisdicción por ser privilegiadas deben ser resueltas con 

preferencia, y de carecer un tribunal de jurisdicción lo único que 

puede hacer es así declararlo”. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 

DPR 216, 222 (2007); Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 

DPR 345, 355 (2003). Al realizar esta determinación, debe 

desestimarse la reclamación “sin entrar en los méritos de la 

cuestión ante sí”. González Santos v. Bourns P.R., Inc., 125 DPR 

48, 63 (1989).  Por tal razón, la ausencia de jurisdicción es 

insubsanable. S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 

675, 683 (2011); Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 

(1991).    

 Además, cabe destacar que “[la] jurisdicción es el poder o 

autoridad de un tribunal para considerar y decidir casos y 

controversias”. S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, supra, 

pág. 682. Particularmente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

enfatizado consistentemente que la falta de jurisdicción “trae 

consigo las consecuencias siguientes: (1) no es susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente conferírsela 
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a un tribunal como tampoco puede éste arrogársela; (3) conlleva 

la nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales 

el ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone 

a los tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del 

foro de donde procede el recurso, y (6) puede presentarse en 

cualquier etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por 

el tribunal motu proprio”. González v. Mayagüez Resort & Casino, 

176 DPR 848, 855 (2009), citando a Pagán v. Alcalde Mun. de 

Cataño, 143 DPR 314, 326 (1997).  

 Por consiguiente, un tribunal que carece de jurisdicción 

solamente tiene jurisdicción para así declararlo y desestimar el 

caso. S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 883 

(2007).  A tenor con lo anterior, les corresponde a los tribunales 

ser los guardianes de su jurisdicción, independientemente de que 

la cuestión haya sido planteada anteriormente o no. Dávila Pollock 

et als. v. R.F. Mortgage, 182 DPR 86, 97 (2011); S.L.G. Szendrey-

Ramos v. F. Castillo, supra, pág. 882. 

 Por su parte, la Regla 83 (B) y (C) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, le confiere autoridad 

al Tribunal para desestimar un recurso por cualquiera de las 

siguientes circunstancias:    

Regla 83 Desistimiento y desestimación 

    

[…]  

 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento 

la desestimación de un recurso por los motivos 

siguientes:    

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción;    

(2) que el recurso fue presentado fuera del término 
de cumplimiento estricto dispuesto por ley sin que 

exista justa causa para ello.  
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(3) que no se ha presentado o proseguido con 
diligencia o de buena fe;  

   
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente 

que no se ha presentado una controversia sustancial 
o que ha sido interpuesto para demorar los 

procedimientos; 
    

(5) que el recurso se ha convertido en académico. 
   

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, 
podrá desestimar un recurso de apelación o denegar 

un auto discrecional por cualesquiera de los motivos 
consignados en el inciso (B) precedente. (Énfasis 

nuestro). 

 

-B- 

 La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017 (LPAU), aplica a todos 

los procedimientos administrativos conducidos ante todas las 

agencias que no estén expresamente exceptuadas por dicha ley. 

Sec. 1.4 de la LPAU, 3 LPRA sec. 9604.   

 Esta ley define una “orden” o “resolución” como cualquier 

decisión o acción agencial de aplicación particular, que adjudique 

derechos u obligaciones de una o más personas específicas, o que 

imponga penalidades o sanciones administrativas, excluidas las 

órdenes ejecutivas emitidas por el Gobernador.  Sec. 1.3(g) de la 

LPAU, 3 LPRA sec. 9603.  Se trata de una orden o resolución 

parcial cuando la acción agencial que adjudica algún derecho u 

obligación no pone fin a la controversia total sino a un aspecto 

específico de la misma. Sec. 1.3(h) de la LPAU, 3 LPRA sec. 

9603.  De otra parte, una “orden interlocutoria” significa aquella 

acción de la agencia en un procedimiento adjudicativo que 

disponga de algún asunto meramente procesal. Sec. 1.3(i) de la 

LPAU, 3 LPRA sec. 9603. 

 Una orden o resolución interlocutoria de una agencia, que 

incluye aquellas que se emitan en procesos que se desarrollen por 

etapas, no serán revisables directamente. Sec. 4.2 de la LPAU, 
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3 LPRA sec. 9672.  La disposición interlocutoria de la agencia 

podrá ser objeto de un señalamiento de error en el recurso de 

revisión de la orden o resolución final de la agencia.  Id. 

 La Sección 4.2 de la LPAU, supra, regula el procedimiento 

de revisión judicial y dispone, en lo pertinente: 

Una parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya 

agotado todos los remedios provistos por la 
agencia o por el organismo administrativo 

apelativo correspondiente podrá presentar una 

solicitud de revisión ante el Tribunal de 
Apelaciones, dentro de un término de treinta (30) 

días contados a partir de la fecha del archivo en 
autos de la copia de la notificación de la orden o 

resolución final de la agencia o a partir de la fecha 
aplicable de las dispuestas en la sec. 9655 de este 

título, cuando el término para solicitar la revisión 
judicial haya sido interrumpido mediante la 

presentación oportuna de una moción de 
reconsideración.  […]. 

[…]. 
 

Una orden o resolución interlocutoria de una 
agencia, incluyendo aquellas que se emitan en 

procesos que se desarrollen por etapas, no 

serán revisables directamente. La disposición 
interlocutoria de la agencia podrá ser objeto de un 

señalamiento de error en el recurso de revisión de la 
orden o resolución final de la agencia. 

 
La revisión judicial aquí dispuesta será el recurso 

exclusivo para revisar los méritos de una decisión 
administrativa sea ésta de naturaleza adjudicativa o 

de naturaleza informal emitida al amparo de este 
capítulo. 3 LPRA sec. 9672. (Énfasis nuestro). 

 

Cónsono con lo anterior, la Ley de la Judicatura, 4 LPRA sec. 

24y (c), dispone que el Tribunal de Apelaciones podrá revisar, 

mediante el recurso de revisión judicial, las decisiones, órdenes y 

resoluciones finales de organismos o agencias administrativas.  

Igualmente, la Sección 4.6 de la LPAU, 3 LPRA sec. 9676, 

establece: 

El Tribunal de Apelaciones revisará como cuestión de 
derecho las decisiones, órdenes y resoluciones 

finales de organismos o agencias administrativas. 
[…]. 

 



 
 

 
KLRA202000446 

 

8 

El procedimiento a seguir para los recursos de revisión 
será de acuerdo con lo establecido en el Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones aprobado por el Tribunal 
Supremo. (Énfasis nuestro). 

 

En cumplimiento con esta norma, nuestro reglamento 

establece que su Parte VII —sobre revisión de decisiones 

administrativas— regirá el trámite de las revisiones de todos los 

recursos presentados ante el Tribunal de Apelaciones para la 

revisión de las decisiones, reglamentos, órdenes, resoluciones y 

providencias finales dictadas por organismos o agencias 

administrativas o por sus funcionarios. Véase, Regla 56 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. 

 En síntesis, una orden o resolución final es aquella emitida 

por la última autoridad decisoria o adjudicativa de la agencia. Bird 

Construction Corp. v. AEE, 152 DPR 928 (2000).  Para que una 

orden o resolución sea final tiene que resolver todas las 

controversias y no puede dejar pendiente una para ser decidida 

en el futuro. J. Exam. Tec. Med. v. Elías, 144 DPR 483 (1997).  

 En otras palabras, para que una orden o resolución 

administrativa sea revisable judicialmente tiene que cumplir con 

los siguientes requisitos: (1) que la resolución que se pretenda 

revisar sea final y no interlocutoria; y, (2) que la parte 

adversamente afectada por la orden haya agotado los remedios 

provistos por la agencia. Dpto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 

168 DPR 527 (2006); J. Exam. Tec. Med. v. Elías, supra.  De esta 

forma, se evita una intromisión indebida y a destiempo en el 

trámite administrativo por parte de los tribunales. Comisionado 

Seguros v. Universal, 167 DPR 21 (2006). 

-III- 

En el presente caso, ALF solicita la revisión de una 

determinación interlocutoria emitida por el DACo. Allí, la agencia 
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administrativa determinó que ALF es responsable por los daños 

que ha sufrido el señor Ortiz como consecuencia de los 

desperfectos mecánicos exhibidos por el automóvil que éste 

adquirió el 8 de marzo de 2020.    

La Resolución Parcial que se pretende revisar no tiene el 

carácter final que exige nuestro ordenamiento jurídico para que 

podamos evaluarla. La resolución en cuestión, aunque realiza un 

apercibimiento a las partes de comparecer a solicitar una revisión 

judicial ante este Foro Intermedio, deja pendiente la celebración 

de una nueva vista administrativa para calcular el monto de los 

daños sufridos por el querellante. Es decir, se trata de una 

determinación que no dispone sobre la totalidad de la 

controversia. Sobre este asunto, el Máximo Foro ha pronunciado 

que: 

[U]na orden o resolución final tiene las características 

de una sentencia en un procedimiento judicial porque 

resuelve finalmente la cuestión litigiosa y de la misma 
puede apelarse o solicitarse revisión. Es decir, una 

orden o resolución final de una agencia administrativa 
es aquella que dispone del caso ante la agencia y tiene 

efectos adjudicativos y dispositivos sobre las partes. 
Se trata de la resolución que culmina en forma final el 

procedimiento administrativo respecto a todas las 
controversias. Ello a su vez hace ejecutable entre las 

partes la decisión administrativa y por ende 
susceptible de revisión judicial. Comisionado Seguros 

v. Universal, supra, págs. 29-30. 
 

 Conforme al derecho antes reseñado, para que una orden o 

resolución administrativa sea revisable judicialmente tiene que ser 

final y no interlocutoria, de esta forma se evita una intromisión 

indebida y a destiempo en el trámite administrativo, por parte de 

los tribunales.  En este caso, la Resolución Parcial recurrida carece 

del carácter final necesario para nosotros poder ejercer nuestra 

facultad revisora. Ante el presente escenario, solo nos resta 

desestimar el recurso por falta de jurisdicción. 
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-IV- 

 Por los fundamentos antes expuestos, se DESESTIMA el 

presente recurso, por falta de jurisdicción.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 

 
 


